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E
L DICTAMEN sobre Kosovo, emitido
hace sólo unos días por la Corte In-
ternacional de Justicia (CIJ) a soli-
citud de la Asamblea General de

las Naciones Unidas (AGNU), ha conmo-
cionado a muchos porque supone un
triunfo de los intereses políticos geoestra-
tégicos sobre el respeto del Derecho. La
AGNU preguntaba si la Declaración Unila-
teral de Independencia (DUI) formulada
por las instituciones provisionales de auto-
gobierno de Kosovo se ajus-
taba al Derecho Internacional.

La Corte ha sido unánime en
estimar su competencia. Sin em-
bargo, los jueces se dividen en
cuanto al fondo de la cuestión de
la legalidad. En sus argumentos
puramente políticos se observa
que dos tercios de los jueces si-
guen de cerca las alegaciones de
Estados Unidos expuestas en las
fase escrita y oral.

La Corte estima que una de-
claración unilateral de indepen-
dencia no está prohibida ni re-
gulada ni autorizada por el De-
recho Internacional. Es un mero
hecho. Estima también, siguien-
do el escrito de EEUU, que la
obligación de respeto a la inte-
gridad territorial se dirige a las
relaciones entre Estados y que
los Tratados y resoluciones que
la proclaman sólo crean obliga-
ciones para ellos. EEUU decía –y
lo admite la Corte– que dicho
principio no hace ilegales la de-
claraciones de independencia de
actores no estatales.

La CIJ reconoce que para en-
juiciar el caso de Kosovo debe
tenerse en cuenta su estatuto
bajo administración internacio-
nal provisional en el marco de la
Resolución 1.244 adoptada tras
la invasión de Kosovo (1999) y
el marco constitucional que se
les dio. Entiende que las refe-
rencias a la integridad territorial
de Serbia en la Resolución 1.244
regían sólo en el periodo provi-
sional hasta que las autoridades
kosovares estuvieran prepara-
das para el autogobierno. Y des-
precia las diversas vinculacio-
nes de dicha Resolución a su in-
tegridad y a la necesidad de un
proceso negociado que llevara a
un arreglo –pactado, no impues-
to– entre las partes. La Corte estima que el
plazo de un año de negociaciones fue sufi-
ciente para acabar con la paciencia de los al-
baneses de Kosovo y que, al no conseguir la
sumisión voluntaria a sus pretensiones, po-
dían imponerlas.

Al menos palestinos y saharauis podrán
ahora extraer lecciones de su medio siglo de
paciencia y sufrimiento… Porque la Corte In-
ternacional de Justicia consagra un sobreco-
gedor doble estándar según se sitúen los in-
tereses políticos a medio plazo de EEUU y de
algunas potencias occidentales (ver mis ante-
riores artículos en EL MUNDO de 18 de fe-
brero de 2008 y 12 de enero de 2010).

Acoge una argumentación retorcida, pro-
pia de leguleyos, porque niega la mayor: que
la DUI haya sido hecha por las instituciones
provisionales de autogobierno sometidas al

marco constitucional de las Naciones Unidas.
La Corte describe cómo y por quién fue fir-
mado el documento que contiene la DUI y se-
ñala como definitivo que figuran firmas de
personas que no eran miembros de esa
Asamblea poniendo como ejemplo de firman-
te extraño –lo que constituye un verdadero
sarcasmo– al mismísimo entonces primer mi-
nistro de Kosovo, ahora su jefe de Estado (un
criminal de guerra como lo atestiguan exce-
lentes documentales de la BBC, al igual que

su predecesor doblemente procesado). Dedu-
ce de esas firmas que la DUI no fue hecha
por la Asamblea de Kosovo y al no ser acto
de ésta no la pudo anular el representante del
secretario general de la ONU ni la CIJ decla-
rar su ilegalidad. Es una declaración de par-
ticulares, de los líderes políticos. No es el po-
der constituido sino el poder constituyente.
No cabe control de Naciones Unidas. Tampo-
co la Resolución 1.244 impone obligaciones
a particulares. Luego una declaración de in-

dependencia es sólo
cuestión del Derecho
interno y no viola el
Derecho Internacional
(la integridad territo-
rial del estado serbio)
ni la Resolución 1.244.
Los particulares no la
pueden violar porque
no son los destinata-
rios de esas normas.
Así, como lo están le-
yendo.

Es infundado que la
unidad nacional e inte-
gridad territorial no
deba ser respetada por
los grupos en el inte-
rior de un Estado; son
innumerables, cente-
nares, las resoluciones
obligatorias del Con-
sejo de Seguridad que
exigen su respeto a las
partes en conflictos ar-
mados internos (Su-
dán, Georgia, Congo,
Somalia…).

Una lectura amable
que inyecte sensatez a
sus consecuencias nos
lleva a entender que la
Corte estima que se
trata de un asunto in-
terno y se rige por el
orden constitucional
específico de cada Es-
tado, si bien Kosovo
estaba bajo adminis-
tración internacional
de la ONU y la sobe-
ranía de Serbia, sus-
pendida por hechos
brutales acaecidos an-
tes de 1999, pero no
después. Y al regirse
sólo por el Derecho
interno de cada Esta-
do es plenamente legí-

timo utilizar los medios políticos, jurídicos y
coercitivos para defender la situación objeti-
va del Estado. En definitiva, para hacer res-
petar, mantener y defender la unidad nacio-
nal y la integridad territorial de un Estado.
Así lo reconoce el vigente art. 4.2 del Trata-
do de la UE, tal como fue modificado en Lis-
boa: «La Unión respetará… las funciones
esenciales del Estado, especialmente las que
tienen por objeto garantizar la integridad te-
rritorial…».

En esa línea de evitar la dilución del Dere-
cho y legitimar la ley de la selva en el orden
internacional, quiero pensar que la Corte ha
hecho un razonamiento análogo al que suce-
de en materia de prohibición del uso o ame-
naza de la fuerza en las relaciones internacio-
nales, norma capital que se dirige a los Esta-
dos. Las agresiones entre éstos están

prohibidas por el Derecho Internacional y es
cierto que el art. 4.2 de la Carta no obliga a
los particulares; vistas así las cosas, en efec-
to, los conflictos armados internos no están
prohibidos ni autorizados por el Derecho In-
ternacional. La violencia armada de los par-
ticulares (civiles o militares en armas) se so-
mete al Derecho interno y más exactamente
al Derecho penal de cada país sin más límite
que las obligaciones del art. 3 común a los
Convenios de Ginebra de 1949 y al protocolo
II de 1973. Pero no son irrelevantes para el
Derecho Internacional pues, desencadenada
la rebelión, ésta se somete y se regula por él.
Los conflictos armados internos no están
prohibidos; ahora bien, la ONU ha condena-
do tal violencia y ha llegado a intervenir en
diversos conflictos armados internos contem-
poráneos.

A
UNQUE algunos medios de comu-
nicación hayan titulado que la
Corte «avala» la independencia de
Kosovo, esta deducción es radical-

mente falsa. Porque el dictamen de la se-
mana pasada avala la «declaración» pero
no la independencia en sí. Y expresa-
mente descarta entrar en la cuestión de la
estatalidad y si reúne sus criterios.

Por ello, aunque históricamente el surgi-
miento de un Estado sea una cuestión de he-
cho, con sus argumentos la Corte se ha ali-
neado con la más rancia doctrina del siglo
XIX que estimaba irrelevante el que fuera
impuesto por la fuerza: lo que importaba era
el estado de cosas existente, los hechos con-
sumados, un descarnado principio de efec-
tividad. Por el contrario, desde principios del
siglo XX y, más aún, bajo el Derecho de la
ONU, hay un esfuerzo civilizador para so-
meter la formación de los Estados al princi-
pio de legalidad e impedir el nacimiento de
Estados que violan las normas en vigor, tal
como sucedió con la denominada República
Turca de Chipre y que ahora debió hacerse
con Kosovo.

Y es bien evidente que desde los años 60
(Res. 1.514 de 1960 y 2.625 de 1970) el prin-
cipio de autodeterminación ha regido y con-
dicionado la legalidad de numerosos actos
de independencia cuando se reunían los cri-
terios exigidos por el Derecho Internacional
y también ha deslegitimado y frenado otros.
Todo proceso y declaración de independen-
cia debe respetar ambas Resoluciones, ade-
más del principio de integridad territorial,
que constituyen Derecho Internacional ge-
neral, es decir, de valor universal, como dijo
la misma Corte, en pasados años de lucidez.

Conviene puntualizar que los dictámenes
de los procedimientos consultivos no son
vinculantes para los Estados (no son parte
en el procedimiento aunque se les permite
personarse con escritos y alegaciones verba-
les) ni tan siquiera para la organización pe-
ticionaria. Son un elemento a tener en cuen-
ta entre otros para la solución de los asuntos
que trata la ONU. Y como el reconocimien-
to es un acto político, la supuesta licitud no
obliga a reconocer.

La Corte desafía los fundamentos del De-
recho Internacional. El Derecho, con mayús-
culas, debe aplicarse con objetividad: reglas
aplicables a todos y aplicadas con uniformi-
dad en las situaciones relevantes.

Araceli Mangas es catedrática de Derecho Interna-
cional Público y Relaciones Internacionales de la
Universidad de Salamanca.

«El dictamen sobre
la Declaración de

independencia kosovar es
el triunfo de la geopolítica

sobre el Derecho»
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● La autora rechaza el dictamen de la Corte Internacional de Justicia por violar principios como la integridad territorial
● Pero también subraya que no se avala la independencia kosovar, sino cómo se produjo la declaración de ésta
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